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El estado de ebriedad por sí solo no permite presumir que hubiera mediado culpa o negligencia de la víctima en el infortunio cuando hay prueba demostrativa de que el empleado se presentaba a trabajar en estado de ingesta alcohólica; con lo cual, la falta del control y deber de previsión que tuvo la empleadora en orden a ello, aún a sabiendas del riesgo que contaba tener en su establecimiento un trabajador de estas características, determinan que corresponde hacer lugar a la pretensión indemnizatoria.
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1.-Corresponde revocar la sentencia de anterior instancia y consecuentemente hacer lugar a la indemnización por el accidente laboral, pues si bien las partes han focalizado la litis en el hecho acerca de si el trabajador se encontraba o no ebrio el día del infortunio, las circunstancias fácticas comprobadas dan un giro vital a un punto insoslayable, ya que no estamos ante una ebriedad accidental del trabajador, sino mas bien de que estamos en presencia de un trabajador bebedor inveterado o crónico (arts. 90 LO. y 386 CPCCN.), lo que arroja la conclusión de que el accidente no obedeció exclusivamente a la culpa de la víctima por la cual la demandada no tenga el deber de responder (cfr. arg. art. 1113 2da. parte 
del CCiv.), y cabe recordar que la Organización Mundial de la Salud califica al alcoholismo como una enfermedad inculpable a ser tratada como tal y no un incumplimiento laboral del trabajador. 

2.-Si bien los dichos de los testigos fueron impugnados por el trabajador, dicha impugnación no empece a la consideración de los testimonios, pues la circunstancia de que una de ellos sea sobrina de la codemandada, a lo sumo impone una apreciación más cuidadosa, pero no enerva el valor probatorio de la declaración, puesto que la ley procesal vigente ni siquiera entra en el juego de las tachas absolutas y relativas; y asimismo, en el art. 427 
del CPCCN. se enuncian cuáles son los testigos excluidos y allí no se menciona como a los afines sin línea directa con las partes, tal el caso de los sobrinos y, en el caso particular de autos, lo cierto es que la parte de sus testimonios que dan noticia cierta de que el actor padecía ciertamente un mal crónico como es la dependencia a la bebida alcohólica (arts. 90 
LO., 386 
del CPCCN.). 

3.-Por la vía del derecho común, el Juez se encuentra facultado para determinar el monto de condena de acuerdo con las pautas de la sana crítica y la prudencia, pero no está obligado en modo alguno a utilizar fórmulas o cálculos matemáticos; y sobre la base de tal criterio, se deben valorar el tipo de tareas que realizaba el trabajador, su riesgo, el grado de incapacidad que le quedó como consecuencia de la enfermedad profesional y/o accidente; valores salariales para su actividad, tiempo de vida útil laboral que le resta, cargas de familia, etc. 

4.-El valor de la vida humana no resulta apreciable tan sólo sobre la base de criterios exclusivamente materiales, ya que no se trata de medir en términos monetarios la exclusiva capacidad de las víctimas, lo que vendría a instaurar una suerte de justicia compensatoria de las indemnizaciones según el capital de aquéllas o según su capacidad de producir bienes económicos con el trabajo, puesto que las manifestaciones del espíritu también integran el valor vital de los hombres. 

5.-La indemnización debe ser justa, alcanzando sólo este estatus cuando exime de todo daño y perjuicio mediante un cabal resarcimiento, lo cual no se logra si el perjuicio persiste en cualquier medida, pues debe haber protección indemnizatoria psíquica, física y moral frente a supuestos regidos por el alterum non laedere , como consideración plena de la persona humana y teniendo en cuenta los imperativos de justicia de la reparación seguidos por nuestra Constitución Nacional; en definitiva debe abarcar el daño emergente, el lucro cesante, el daño moral, el daño al proyecto de vida, el daño estético -si se ha producido- y cualquier otro menoscabo que haya sufrido la víctima. 

6.-En los accidentes de trabajo no cabe duda de que, de prosperar el reclamo por el evento dañoso, peticionado el daño moral por el accionante, éste no requiere prueba ni de su existencia, ni de su cuantía, por lo que la ley lo presume iuris et de iure en el art. 1078 
CCiv. 

7.-Respecto a la responsabilidad de la ART. codemandada, se ha argumentado reiteradamente que el mero hecho de la suscripción del contrato por la empleadora automáticamente limita su responsabilidad (por consecuencias en la salud psicofísica del trabajador) cuando a su criterio las mismas resulten excluidas de la cobertura, y en tanto se le impone al empleador una contratación (afiliación compulsiva a una aseguradora) no puede luego decirse que la co-contratante de dicho sistema no responderá por los daños sufridos por el trabajador en determinadas situaciones; por ello, en los casos en que se concluyera que existe la relación causal entre las patologías padecidas por los trabajadores y el trabajo, sin dudas debe considerarse que la ART. ha incumplido su deber de contralor respecto del cumplimiento del plan de mejoramiento de cada empresa, obligación ésta que la ley pone en cabeza de las aseguradoras, quienes no sólo califican el nivel de riesgo de sus clientes al momento de contratar sino que tienen la obligación de elaborar el plan de mejoramiento dispuesto y controlar su cumplimiento íntegro y oportuno. 

8.-La conexión causal entre el hecho respectivo y el daño se presume legalmente, sin perjuicio de que el presunto responsable acredite que el daño se debió a una causa extraña; no acreditada esta última, el responsable queda obligado a la reparación sin necesidad de ninguna acción propia, no como autor del daño ni inmediato ni mediato, sino como garante , y no debe olvidarse que históricamente, la responsabilidad objetiva es anterior a la subjetiva; así entonces, resulta que el empleador es responsable directo por el daño causado y la ART. ha incurrido en una omisión culposa que conlleva a la aplicación del mencionado art. 1074 
del CCiv. por lo que debe responder solidariamente y no sólo en los términos de la póliza. 

9.-Es manifiesto que del hecho de ser constitucionalmente inválido que la mentada prestación de la LRT. origine la eximición de responsabilidad civil del empleador (art. 39 inc 1 
), no se sigue que las ART. queden relevadas de satisfacer las obligaciones que han contraído en el marco de la ley nacional 24557; de tal suerte, no sólo quedan intactos los mentados propósitos del legislador, sino que, a la par, posibilita que el empleador pueda encontrar protección en la medida de su aseguramiento, como consecuencia, corresponde que la condena se extienda de manera solidaria a la ART.

	 

	

	 

	Fallo: 

	 

	En la ciudad de Buenos Aires, a los 31 días del mes de marzo de 2011, para dictar sentencia en los autos: "L., J. A. C/ CHAI, NELIDA Y OTRO S/ ACCIDENTE-ACCION CIVIL" se procede a votar en el siguiente orden: 

LA DOCTORA ESTELA MILAGROS FERREIROS DIJO: 

I. La parte actora apela la sentencia de primera instancia que rechazó su pretensión indemnizatoria con fundamento en la Ley Civil. 

Asimismo hay recurso de los peritos psicólogo, traumatólogo y de la Dra. Hernández -por sí- quienes estiman exiguos los honorarios que se les ha regulado (v. fs. 356, fs. 357 y fs. 358). 

II. Cabe recordar que en la presente causa, el actor quien se desempeñaba para la accionada como pizzero, planteó la inconstitucionalidad del art. 39 1º L.R.T. accionando así con fundamento en la ley civil por el accidente de trabajo que protagonizó el día 9/04/2007 al resbalar y caer pesadamente al suelo fracturándose su muñeca derecha achacando la caída al estado del suelo (ver fs. 21/21 vta.). 

Por su lado la "Aseguradora de Riesgos de Trabajo Interacción S.A." opuso defensa de falta de acción en virtud del contrato de afiliación que celebró con la demandada. Admitió haber recibido la denuncia del siniestro y brindado las prestaciones de la Ley especial pero negó la mecánica del mismo solicitando el rechazo de la acción (v. fs. 41/71). 

La codemandada Sra. Nélida Chai admitió el acaecimiento del infortunio pero alegó que medió culpa de la víctima y que el Sr. L. era un empleado desobediente, que no cumplía con el deber de buena fé (art. 63 
L.C.T.), que el día mencionado se presentó a laborar ebrio razón por la cual no podía mantenerse en pie y que en el momento en que se dirigía a la cocina es cuando tambalea y cae. Agrega que el actor recibió la asistencia correspondiente de la A.R.T., por todo lo cual, pide se rechace la acción (v. fs.94/105). 

III. La sentencia de grado con base en la testifical producida (Cannavo fs. 160, Habito fs. 175 vta. y Cernadas fs. 214) decidió el rechazo de la demanda con base en que el infortunio que protagonizó el Sr. L. obedeció a su estado de embriaguez y no al mal estado del suelo (v. fs. 350/353). 

El análisis de las constancias probatorias del caso, a mi juicio, impone la revocatoria del fallo atacado. 

Me explico: en primer lugar arriba firme a esta instancia la inconstitucionalidad de las normas de la ley especial y por ende la aplicación de la ley civil como también que la parte demandada en su conteste adujo que el actor, el día del accidente se presentó a trabajar en un "estado total de ebriedad, en el cual no podía mantenerse en pie y en el momento que se dirigía hacia la cocina es que tambalea y cae...Es así que el actor sufre el accidente por su propia culpa, debido al estado de ebriedad en que se encontraba, exonerándose en consecuencia a mi mandante conforme lo contempla el art. 1.113 
del C.C. ...." (ver fundamentos a fojas 351 "in fine"/352 y fs. 96/97 del conteste). 

En segundo lugar la prueba testimonial (v. Cannavo fs. 160, Habib fs. 175 vta. y Cernadas fs. 214) si bien afirman que el suelo de la cocina no estaba en malas condiciones, no resulta ser menos cierto que resulta demostrativa de que L. frecuentemente se presentaba a trabajar en estado de ebriedad y que el día del infortunio se notaba que había ingerido alcohol por el olor que despedía en su persona (arts. 90 
y 116 
L.O. y 386 
del Cód.Procesal). 

Así dieron cuenta que "...el actor vino así, no sabe como se diría... como que había tomado y se resbaló y se lastimó el brazo, en la cocina...vió al actor que se levantaba, pero ya le dolía el brazo, sabe que había tomado porque no era la primera vez que venía así y aparte tenía olor a bebida, tuvo más caídas también. El piso de la cocina estaba bien, el piso estaba normal, no estaba roto..." (sic, v. Cannavo a fs. 160); "...el actor le dijo que se había lastimado la mano, después vino la ART o la ambulancia algo así. El actor estaba un poco tomado en ese momento, lo notaba el testigo en las actitudes por supuesto...aparte por el olor..."(sic, v. Habid a fs. 175 vta.); "...el actor se cayó y se golpeó el brazo fuerte, se resbaló y se cayó...el piso estaba en condiciones, no estaba roto ni nada, hacía poquito que habían hecho la pizzería todo nuevo, la cámara, las paredes, el piso estaba bien...algunos días venía como en estado de ebriedad el actor, el testigo a veces lo llevaba al hospital, lo cargaba en la moto y lo llevaba al hospital, ese día también trató de llevarlo al hospital como había hecho un montón de veces...el actor estaba en estado de ebriedad ese día porque se notaba en el aliento, en la forma en que caminaba...por ahí el actor le decía al testigo que se sentía mal y el testigo lo llevaba al hospital y allí le decían que era tenía eso, entonces el testigo se quedaba tranquilo porque no era nada grave..." (sic, v, Cernadas a fs. 214/14 vta., los subrayados me pertenecen). 

La documental firme y glosada a fs. 86/88 da noticia también de ciertos apercibimientos recibidos por el actor entre ellos por presentarse a trabajar en forma totalmente inadecuada, reservándose la empleadora el derecho de aplicarle sanciones más severas (art.386 del Cód. Procesal). 

Si bien los dichos de Cannavo y Habid fueron impugnados por la parte actora (v. fs. 177/78), dicha impugnación no empece a la consideración de los testimonios habida cuenta que la circunstancia de que Cannavo sea sobrina de la codemandada a lo sumo impone una apreciación más cuidadosa pero no enerva el valor probatorio de la declaración, puesto que la ley procesal vigente ni siquiera entra en el juego de las tachas absolutas y relativas. 

En el art. 427 
del CPCCN se enuncian cuáles son los testigos excluidos y allí no se menciona como a los afines sin línea directa con las partes, tal el caso de los sobrinos (el destacado me pertenece) y, en el caso particular de autos, lo cierto es que arriba firme la parte de sus testimonios que dan noticia cierta de que el Sr. L. padecía ciertamente un mal crónico como es la dependencia a la bebida alcóholica (arts. 90 L.O., 386 del Cód. Procesal, "pcipio. de primacía de la realidad de los hechos comprobados"). 

Ahora bien, no se me escapa que las partes en autos han focalizado la litis en el hecho acerca de si el trabajador se encontraba o no ebrio el día del infortunio y, lo concreto, es que, las circunstancias fácticas comprobadas dan un giro vital a un punto insoslayable, cual lo es que, no estamos ante una ebriedad accidental del trabajador sino mas bien de que estamos en presencia de un trabajador bebedor inveterado o crónico (arts. 90 y 386 antes cit.), lo que me arroja a la conclusión de que el accidente de marras no obedeció exclusivamente a la culpa de la víctima por la cual la demandada no tenga el deber de responder (cfr. arg. art. 1.113 2da. Parte del Cód.Civil). 

Recuerdo aquí que la Organización Mundial de la Salud califica al alcoholismo como una enfermedad inculpable a ser tratada como tal y no un incumplimiento laboral del trabajador. 

Las pruebas reseñadas me forman convicción en orden a ello; el estado de ebriedad por sí solo no permite presumir que hubiera mediado culpa o negligencia de la víctima en el infortunio cuando, como en el caso, hay prueba demostrativa de que el Sr. L. se presentaba a trabajar en estado de ingesta alcóholica, situación que implicaba no sólo un obstáculo para el propio trabajador -que no tiene conciencia de sus propios actos- sino también un peligro para estar en dicha condición en la sede de la empresa; con lo cual la falta del control y deber de previsión que tuvo la accionada en orden a ello aún a sabiendas del riesgo que contaba tener en su establecimiento un trabajador de estas características, a mi juicio, sella la suerte del presente reclamo (cfr. arg. art. 1.113 C.Civil). 

Propicio entonces la revocatoria del fallo apelado. 

IV. Ahora bien el peritaje médico de autos informa que el actor como consecuencia del accidente porta una incapacidad parcial y permanente del 2% t.o. (v. fojas 270/275), mientras que el peritaje psicológico da noticia cierta de que el Sr. L. no posee incapacidad psíquica (v. fs. 334), peritajes que les otorgó plena eficacia probatoria por venir sustentados sólidamente en estudios practicados al actor (arts. 386 y 477 
del Cód.Procesal). 

Tengo para mí que por la vía del derecho común, el Juez se encuentra facultado para determinar el monto de condena de acuerdo con las pautas de la sana crítica y la prudencia, pero no está obligado en modo alguno a utilizar fórmulas o cálculos matemáticos; los que, por otro lado, por convicción, no comparto.- 

Sobre la base de tal criterio, se deben valorar el tipo de tareas que realizaba el trabajador, su riesgo, el grado de incapacidad que le quedó como consecuencia de la enfermedad profesional y/o accidente; valores salariales para su actividad, tiempo de vida útil laboral que le resta, cargas de familia, etc. 

La Corte Suprema de Justicia de la Nación, en un fallo dictado recientemente, memorando entre otros el fallo "Aquino." señaló lo siguiente ".la doctrina constitucional de esta Corte tiene dicho y reiterado que "el valor de la vida humana no resulta apreciable tan sólo sobre la base de criterios exclusivamente materiales" ya que no se trata de medir en términos monetarios la exclusiva capacidad de las víctimas, lo que vendría a instaurar una suerte de justicia compensatoria de las indemnizaciones según el capital de aquéllas o según su capacidad de producir bienes económicos con el trabajo, puesto que las manifestaciones del espíritu también integran el valor vital de los hombres" ("Aquino", votos de los jueces Petracchi y Zaffaroni, Maqueda y Belluscio, y Highton de Nolasco, Fallos 327:3753 
, 3765/3766, 3787/3788 y 3797/3798 y sus citas; y "Díaz", voto de la jueza Argibay, Fallos:329:473 
, 479/480 y sus citas).- 

El Máximo Tribunal también recuer da ".diversos pronunciamientos vinculados, al igual que los citados anteriormente, con infortunios laborales en el contexto indemnizatorio del Código Civil, que la incapacidad del trabajador por un lado, suele producir a éste "un serio perjuicio en su vida de relación, lo que repercute en sus relaciones sociales, deportivas, artísticas, etc." y que, por el otro, debe ser objeto de reparación al margen de lo que pueda corresponder por el menoscabo de la actividad productiva y por el daño moral, pues la integridad física en sí misma tiene un valor indemnizable" (Fallos 308:1109, 1115 y 1116). Asimismo dice que ".no sólo cabe justipreciar el aspecto laboral sino también las consecuencias que afecten a la víctima, tanto desde el punto de vista individual como desde el social lo que le confiere un marco de valoración más amplio" (Fallos 310:1826, 1828/1829). Tampoco ha dejado de destacar que en el ámbito de trabajo incluso, corresponde indemnizar la pérdida de la chance cuando el accidente ha privado a la víctima de la posibilidad futura de ascender en su carrera (Fallos: 308.1109, 1117)". Ver fallo completo: "Arostegui Pablo Martín c/ Omega Aseguradora de Riesgos del Trabajo SA y Pametaal Peluso y Compañía", S.C. A, nº 436, L.XL.- 

Al abordar mi trabajo "La reparación integral en materia de infortunios laborales, la obligación de reparar y de prevenir, ambas como derivaciones del principio Constitucional "Alterum non laedere" (publicado en Errepar, DLE - nº 234 febrero/05 T.XIX) señalé, que el Máximo Tribunal, luego de extensas y profundas consideraciones, entre las que se menciona el art.19 
de la Constitución Nacional, con contenido del "alterum non laedere" como principio general, entrañablemente vinculado con la idea de reparación, se refiere a la yuxtaposición de la responsabilidad en los artículos 1109 
y 1113 del Código Civil, que consagran el citado principio constitucional.- 

Sobre la base de la necesidad del abandono del criterio del enfoque de la vida con criterio economicista y afirmando que el hombre no es esclavo de las cosas, ni de los sistemas económicos, ni de la producción y de sus propios productos, la Corte Suprema se adentra en el concepto de reparación integral.- 

Luego, ya entrando en el detalle de los ítems que debe comprender la reparación íntegra del daño sufrido mencioné el daño emergente en el sentido de la pérdida sufrida a causa del hecho (arts. 519 
y 1069 
del Código Civil), el lucro cesante abarcativo de las ganancias dejadas de percibir.También debe estar el daño moral que se proyecta sobre derechos subjetivos.- 

La Corte Suprema ha expresado reiteradamente -y también en los últimos tiempos- que la indemnización debe ser justa, alcanzando sólo este estatus cuando exime de todo daño y perjuicio mediante un cabal resarcimiento, lo cual no se logra si el perjuicio persiste en cualquier medida.- 

Es que debe haber protección indemnizatoria psíquica, física y moral frente a supuestos regidos por el "alterum non laedere", como consideración plena de la persona humana y teniendo en cuenta los imperativos de justicia de la reparación seguidos por nuestra Constitución Nacional.- 

Agregué como síntesis, que en definitiva debe abarcar el daño emergente, el lucro cesante, el daño moral, el daño al proyecto de vida, el daño estético -si se ha producido- y cualquier otro menoscabo que haya sufrido la víctima (ver trabajo citado).- 

Finalmente, y en el punto específico del daño moral, deseo recordar que, tal como lo he expresado en un artículo de mi autoría "...en los accidentes de trabajo... no cabe duda de que, de prosperar el reclamo por el evento dañoso, peticionado el daño moral por el accionante, éste no requiere prueba ni de su existencia, ni de su cuantía, por lo que la ley lo presume "iuris et de iure" en el art. 1078 
Código Civil. ("El daño Moral en el Derecho del Trabajo", Estela Milagros Ferreirós, D.L.E -Nº 263- julio de 2007- T.XXI-Págs.615/618).- 

Sobre la base de todo lo que he dejado expresado, de los rubros reclamados al inicio progresan el daño material el cual estimo equitativo fijarlo en la suma de $8.000, el daño moral en $2.000, y la pérdida de chance en la suma de $1.000, totalizando un monto de condena que asciende a la suma de $11.000 al que se le deberá adicionar la tasa de interés prevista en el Acta 2357 por ser la que la mayoría de las Salas que integran esta Excma. Cámara aplica; y como en el presente caso se trató de un reclamo articulado por la vía del derecho civil, en que la cuantificación del monto se efectiviza y aprecia en el momento mismo de dictar sentencia asumiendo la diversidad de datos y parámetros del caso, es a partir de ese momento en que deben liquidarse los intereses. 

El rubro gastos médicos y de farmacia no progresa habida cuenta la falta de acreditación en la litis de las erogaciones aludidas al inicio (v. fs. 23 vta.). 

V. En lo que respecta la responsabilidad de la codemandada "A.R.T. Interacción S.A.", tal como lo señalan los Dres. Cecilia B. Reybet y Daniel A. Muro, en su trabajo "El régimen de la ley 24.557 y la responsabilidad de las A.R.T. por las contingencias no contempladas en los listados y sus consecuencias para los empleadores" (publicado en ERREPAR - D.L.E. - Nº 202 -JUNIO/02 - T.XVI - 511) es de advertir que las A.R.T.han argumentado reiteradamente que el mero hecho de la suscripción del contrato por la empleadora automáticamente limita su responsabilidad (por consecuencias en la salud psicofísica del trabajador) cuando a su criterio las mismas resulten excluídas de la cobertura.- 

La interpretación que realizan los autores -que comparto- es que en tanto se le impone al empleador una contratación (afiliación compulsiva a una aseguradora) no puede luego decirse que la co-contratante de dicho sistema no responderá por los daños sufridos por el trabajador en determinadas situaciones. Por ello, en los casos en que se concluyera que existe la relación causal entre las patologías padecidas por los trabajadores y el trabajo, sin dudas debe considerarse que la A.R.T. ha incumplido su deber de contralor respecto del cumplimiento del plan de mejoramiento de cada empresa, obligación ésta que la ley pone en cabeza de las aseguradoras, quienes no sólo califican el nivel de riesgo de sus clientes al momento de contratar sino que tienen la obligación de elaborar el plan de mejoramiento dispuesto y controlar su cumplimiento íntegro y oportuno.- 

Ahora bien, entiendo que el fundamento legal de la responsabilidad de la A.R.T. yace en el territorio del art. 1074 
del Código Civil, donde la responsabilidad contemplada es la que nace de la omisión que ocasiona un daño a otro, cuando una disposición de la ley imponga una obligación.- 

Más allá de la diversidad de teorías elaboradas en torno al tema, es doctrina mayoritaria en nuestro derecho la que admite la responsabilidad siempre que hubiera una obligación jurídica de obrar y sin que exista por tanto, una disposición expresa que imponga la obligación de cumplir el hecho.- 

Claro está que no puede soslayarse la forma de apreciación de la culpa en uno y otro caso.Esto es así porque si existe la disposición basta con la omisión para que nazca la responsabilidad, y si no, será necesario un análisis de las circunstancias de lugar, tiempo y persona.- 

Luego, ambos caminos pueden recorrerse en autos habida cuenta la vigencia de los arts. 7, 8, y 9 
de la ley 19.587 y la obligación legal de la empleadora de haber promovido la capacitación del trabajador en materia de seguridad en el trabajo, particularmente en lo relativo a la prevención de los riesgos específicos de las tareas asignadas (art.9 º inc. K). Lo dicho es, sin entrar en el debate técnico de cuál hubiera sido el medio más idóneo de prevención del caso.- 

Por otra parte, es necesario, a mi juicio, dejar en claro que en el tipo de responsabilidad que analizamos, no se requiere un detalle de los hechos que vaya más allá de los necesarios para determinar la responsabilidad objetiva causada por el vicio o riesgo de la cosa.- 

En el caso, y según Orgaz y otros juristas de nota, "la conexión causal entre el hecho respectivo y el daño se presume legalmente, sin perjuicio de que el presunto responsable acredite que el daño se debió a una causa extraña. No acreditada esta última, el responsable queda obligado a la reparación sin necesidad de ninguna acción propia, no como "autor" del daño ni inmediato ni mediato, sino como "garante" (conf. "El Daño Resarcible", Alfredo Orgaz, Editora Córdoba, pág. 48).- 

No hay, por otra parte, que olvidar que históricamente, la responsabilidad objetiva es anterior a la subjetiva.- 

Lo que dice el derecho civil, con la voz de sus especialistas, algo que debe regir con fuerza en casos como éste: "la causalidad no es un requisito esencial de la responsabilidad".- 

Así entonces, resulta que el empleador es responsable directo por el daño causado y la A.R.T. ha incurrido en una omisión culposa que conlleva a la aplicación del mencionado art. 1074 del C.Civil por lo que debe responder solidariamente y no sólo en los términos de la póliza.- 

En este andarivel la C.S.J.N. tiene dicho que es manifiesto que del hecho de ser constitucionalmente inválido que la mentada prestación de la L.R.T. origine la eximición de responsabilidad civil del empleador (art. 39 inc 1), no se sigue que las A.R.T. queden relevadas de satisfacer las obligaciones que han contraído en el marco de la citada ley. 

De tal suerte, este pronunciamiento no sólo deja intactos los mentados propósitos del legislador, sino que, a la par, posibilita que el empleador pueda encontrar protección en la medida de su aseguramiento (ver también fallo C.S.J.N. "Torrillo, Atilio Amadeo y otro c/ Gulf Oil Argentina S.A. y otro" 
, del 31-03-2009; T.205.XLIV).- 

Como consecuencia de lo expresado, propicio que la condena se extien da de manera solidaria a "A.R.T. Interacción S.A.". 

VI. La nueva solución del pleito impone dejar sin efecto las costas y honorarios regulados en grado (cfr. arts. 68 
y 279 
del Cód. Procesal), a cuyo efecto propicio imponer las costas en ambas instancias solidariamente a las demandadas vencidas (art. 68 del Cód. Procesal), y regular los honorarios por la actuación en primera instancia para la representación y patrocinio letrado de la parte actora, codemandados Sra. Nélida Chai, "A.R.T. Interacción S.A.", peritos médico, psicólogo y contador, en el 17%, 15%, 15%, 8%, 8% y 8%, respectivamente, a calcularse sobre el monto definitivo de condena más sus intereses (art. 38 
L.O. y demás normas del arancel vigentes). 

VII. De tener adhesión este voto, las costas de alzada se imponen a "A.R.T. Interacción S.A." (art. 68 del Cód.Procesal), y sugiero regular los honorarios por la actuación en segunda instancia para la representación y patrocinio letrado de la parte actora y los de la aseguradora en el 35% y 25%, respectivamente, de lo que en definitiva les correspondiere por la actuación que les cupo en la primera instancia (art. 14 Ley del arancel). 

EL NESTOR MIGUEL RODRIGUEZ BRUNENGO DIJO: Por compartir sus fundamentos adhiero al voto que antecede y agrego que "Tuve el honor de contarme entre los primeros críticos adversos a la Ley nro.:24.557, denominada "DE RIESGOS DEL TRABAJO", desde la cátedra, en el ejercicio de la profesión de abogado impugnándola de inconstitucionalidad, así como el resto del abanico de leyes de orientación neoliberal inspiradas por el Consenso de Washington, en la señera compañía de prestigiosos juslaboralistas de la Asociación de Abogados Laboralistas y de la Fundación Altos Estudios Sociales, como Ricardo Jesús Cornaglia y Juan Carlos Fernández Madrid, por mencionar algunos de los más eminentes, desde que dicha ley era un proyecto, mucho antes de su sanción, que data del 13 de septiembre de 1995. 

Sumé mi voto en ese sentido prácticamente en todos los Congresos y Jornadas de ambas instituciones donde se trató la materia de Infortunios Laborales y aporté argumentos. 

Señalaré - a título de ejemplo- las Jornadas de Análisis y Debate sobre Accidentes y Enfermedades del Trabajo", convocadas por la Asociación de Abogados Laboralistas, llevadas a cabo en el Centro Cultural General San Martín, Buenos Aires, los días 29 y 30 de marzo de 1996, con una concurrencia superior a los 600 abogados acreditados, donde se ratificó la posición de denuncia por inconstitucionalidad del régimen creado por la L.R.T. También se sostuvo el rechazo del mismo y la suspensión de la entrada en vigencia del sistema. 

Se destacó en la oportunidad la ponencia oficial del Doctor Isidoro H.Goldenberg de la que mencionaremos las conclusiones: 

a) Como lo declara la Comisión nro.: 9 ("El derecho Frente a la Discriminación" de las XV Jornadas Nacionales de Derecho Civil (26, 27, 28 de octubre de 1995): "Es discriminatorio el art. 39 
de la Ley 24.557 (L.R.T.) en cuanto priva a las víctimas de infortunios laborales de acceder a la tutela civil para la reparación de que gozan todos los habitantes, conforme al derecho común" (Conclusión nro.: 23). 

b) La Ley sobre Riesgos del Trabajo contradice abiertamente el enunciado de "promover el bienestar general" contenido en el Preámbulo de la Constitución Nacional y vulnera sus artículos 14 Bis 
, 17, 18 
, 43 
, 75 inc. 22 y 23 
y 121 
. 

c) Resultan especialmente lesivas las disposiciones de los artículos 4º, inc. 3º; 6º, inc. 2º "in fine" 
, y 39, normativa que quebranta el valor solidaridad social e importa un agravio a la dignidad del trabajador. 

d) Se vacía en general de contenido al artículo 75 
de la L.C.T., progresivamente mutilado a partir de la ley 24.557, artículo 49 
, eliminándose de este modo la operatividad de la acción autónoma de reparación basada en dicho precepto. 

e) Los objetivos proclamados en la L.R.T.: prevención, reparación y rehabilitación (art. 1º) se tornan evanescentes a través del articulado de la ley. 

f) Se afectan, en consecuencia, los pilares básicos que sustentan la disciplina laboral:el principio protectorio, el garantismo legal, el principio de indemnidad y el acceso a la jurisdicción. 

g) Los verdaderos beneficiarios de esta ley son los titulares financieros de las Aseguradoras de Riesgos del Trabajo (A.R.T.), entidades de derecho privado (art.26), que recaudarán anualmente una suma millonaria, en su calidad de agentes del seguro privado obligatorio, teniendo en cuenta que actualmente cotizan por el régimen de la seguridad social más de tres millones y medio de trabajadores. 

h) Las consecuencias dañosas que sufre el operario a raíz de la infracción a la obligación de seguridad pueden ser atribuídas al empleador a título de dolo eventual pues se reúnen sus notas configurativas: 1) indiferencia del incumplidor respecto a los efectos perniciosos de su falta de cuidado y diligencia; 2) previsibilidad del resultado; 3) antijuridicidad de la omisión. 

i) No existe ahora impedimento legal que impida el cúmulo de las pretensiones de la L.R.T. y de las originadas en el Código Civil. 

j) Queda siempre a salvo la acción por incumplimiento de las normas que regulan la higiene y seguridad del trabajo, así como la aplicación de lo dispuesto en los artículos 510 
y 1201 
del Código Civil. 

La jurisprudencia reaccionó rápidamente, a partir del caso: "Quintans, Mario Héctor C/ Multisheep S.A." en el cual el Tribunal del Trabajo nro.: 2 de Lanús (Provincia de Buenos Aires), en Sentencia de fecha 19/11/96 decretó la inconstitucionalidad de los artículos 1º, 2º 
, 6º, 8º 
, 14, 15 
, 21, 22 
, 39, 40, 46, 49, cláusulas adicionales 1ª., 3ª. Y 5ª, como una cuestión previa y asumiendo la competencia. Cantidades de fallos se sucedieron en diversas jurisdicciones en el mismo sentido, hasta que finalmente la Corte Suprema de Justicia de la Nación se definió ampliamente en el caso: "Aquino C/ Cargo Servicios Industriales" (A.2652 XXXVIII) del 21/09/2004 que hace hincapié en el art.19 C.N. al referirse a la cuestión suscitada con el art. 39 inc. 1º L.R.T., vinculado ello con los arts. 1109 y 1113 del Cód. Civil y que, con amplio criterio, sostuvo entre otras cosas, que la veda a las víctimas de infortunios laborales de percibir la reparación integral constituye una inconstitucionalidad absoluta de dicho artículo. 

Cabe señalar asimismo que esta Sala VII, ya antes del mencionado fallo del Tribunal Supremo, se había expedido en casos como "Falcón Restituto C/ Armada Argentina", S.D. nro.: 33.734 (23/06/2.000) donde dijo "...la discriminación que emana del art. 39 de la L.R.T. no es coherente con el principio de igualdad ante la ley instituído por la C.N. en su art. 16 ni tampoco con otros principios adoptados y recogidos por nuestra C.N. por la vía de la incorporación -a esta norma fundamental- de la Declaración Universal de los Derechos Humanos (Pacto de San José de Costa Rica), por lo que debe considerarse inadmisible el régimen de la Ley 24.557, que lleva a una persona dañada por la culpa de otra a que no pueda ser indemnizada en plenitud por el sólo hecho de ser "trabajador"; criterio que se mantuvo luego en numerosos precedentes (v. en similar sentido esta Sala in re "Vazquez Camacho, Angel C/Coniper S.A. y o.", sent. Nro.: 38.083 del 25/11/04; "Krause C/ Cooperativa", sent. Nro.: 37.833 del 30/08/2004, "Torres C/ Godoy", sent. del 25/02/05, "Agustinas, Néstor C/ Estampados Rotativos S.A. y o.", sent. nro.: 38.420 del 19/04/2005; "Correa C/ Niro", sent. nro.: 40.869 del 30/04/2008, entre muchos otros). 

LA DOCTORA BEATRIZ I. FONTANA: no vota (art. 125 
de la ley 18.345). 

A mérito de lo que resulta del precedente acuerdo, el Tribunal RESUELVE: 1) Revocar la sentencia apelada y condenar solidariamente a la SRA. NÉLIDA CHAI Y "A.R.T. INTERACCIÓN S.A." a abonar al SR.J. A. L. dentro del quinto día la suma de $11.000 (ONCE MIL PESOS), más sus intereses, conforme lo ya indicado en el considerando III. del compartido primer voto. 2) Costas de primera instancia solidariamente a cargo de las demandadas vencidas. 3) Regular los honorarios por la actuación en la primera instancia para la representación y patrocinio letrado de la parte actora, codemandadas SRA. NÉLIDA CHAI, "A.R.T. INTERACCION S.A.", peritos médico, contador y psicólogo, en el 17% (DIECISIETE POR CIENTO), 15% (QUINCE POR CIENTO), 15% (QUINCE POR CIENTO), 8% (OCHO POR CIENTO), 8% (OCHO POR CIENTO), y 8% (OCHO POR CIENTO), respectivamente, a calcularse sobre el monto definitivo de condena más sus intereses. 4) Costas de segunda instancia a cargo de "A.R.T. INTERACCIÓN S.A.". 5) Regular los honorarios por la actuación en segunda instancia para la representación y patrocinio letrado de la parte actora en el 35% (TREINTA Y CINCO POR CIENTO), y los de "A.R.T. INTERACCION S.A." en el 25% (VEINTICINCO POR CIENTO), respectivamente, de lo que les correspondiere por la actuación que les cupo en la instancia anterior. 

Regístrese, notifíquese y devuélvase. 
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